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CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 49/2011.

ACTOR: MUNICIPIO DE SANTA LUCÍA DEL CAMINO, ESTADO DE OAXACA.

MINISTRO PONENTE: JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ.

SECRETARIos: laura patricia rojas Zamudio y

 raúl manuel mejía garza.

S Í N T E S I S

AUTORIDADES DEMANDADAS: 
a) La Sexagésima Primera Legislatura del Estado de Oaxaca.

b) Poder Ejecutivo de la Entidad.

c) Auditoría Superior del Estado.

ACTOS IMPUGNADOS EN LA DEMANDA: 

a) La inconstitucionalidad del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el treinta de noviembre de dos mil diez y aprobada mediante decreto número 2107 por la Sexagésima Legislatura.

b) Dictamen de la Comisión Permanente de Vigilancia y/o Gobernación del Poder Legislativo del Estado que propone el inicio del procedimiento de desaparición, inicio de suspensión provisional, declaración de suspensión provisional del Ayuntamiento del Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, así como la ilegal orden que haya girado a la Auditoría Superior del Estado y a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado para que procedan a la suspensión de la entrega de los recursos económicos y la ejecución que estas autoridades lleven a cabo.

ACTOS IMPUGNADOS EN LA AMPLIACIÓN DE DEMANDA:
a) El desconocimiento de hecho y de derecho de la personalidad para representar jurídicamente al Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, así como para promover la controversia constitucional.

b) El desconocimiento expreso y de hecho que realiza respecto de los integrantes del mismo Ayuntamiento, los que a partir del primero de enero del año en curso integran el Cabildo en calidad de propietarios, en los términos señalados en la constancia de mayoría y validez de ocho de julio de dos mil diez, expedida por el Consejo Municipal Electoral del Instituto Estatal de Oaxaca.

c) La omisión de resolver respecto de la entrega de las participaciones y recursos financieros por conducto de la persona que se encuentra legalmente autorizada para ello, como lo es el Tesorero Municipal. 

d) La entrega indebida de las participaciones correspondientes al ramo 28 y las aportaciones del ramo 33, fondos III y IV del Presupuesto de Egresos de la Federación, a dos personas carentes de facultades para recibir tales recursos económicos, como lo son OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Procurador) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda).

CONSIDERACIONES FUNDAMENTALES DEL PROYECTO:

1.- Esta Primera Sala es competente para conocer del presente asunto en virtud de que no se analizará la constitucionalidad de una norma de carácter general.
2.- En el apartado de existencia de los actos impugnados, se determinó que son inexistentes los actos impugnados: 

a) Dictamen de la Comisión Permanente de Vigilancia y/o Gobernación del Poder Legislativo del Estado que propone el inicio del procedimiento de desaparición, inicio de suspensión provisional, declaración de suspensión provisional del Ayuntamiento del Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, así como la ilegal orden que haya girado a la Auditoría Superior del Estado y a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado para que procedan a la suspensión de la entrega de los recursos económicos y la ejecución que estas autoridades lleven a cabo. (Impugnado en la demanda).

b) El desconocimiento de hecho y de derecho de la personalidad para representar jurídicamente al Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, así como para promover la controversia constitucional. (Impugnado en la ampliación a la demanda).

c) El desconocimiento expreso y de hecho que realiza respecto de los integrantes del mismo Ayuntamiento, los que a partir del primero de enero del año en curso integran el Cabildo en calidad de propietarios, en los términos señalados en la constancia de mayoría y validez de ocho de julio de dos mil diez, expedida por el Consejo Municipal Electoral del Instituto Estatal de Oaxaca. (Impugnado en la ampliación a la demanda).

Se determinó que son existentes los actos señalados en la ampliación de la demanda consistentes en la omisión de resolver respecto de la entrega de las participaciones y recursos financieros por conducto del Tesorero Municipal legalmente autorizado para ello y a que se ha realizado una entrega indebida de las participaciones correspondientes al ramo 28 y las aportaciones del ramo 33, fondos III y IV del Presupuesto de Egresos de la Federación, a dos personas carentes de facultades para recibir tales recursos económicos, como lo son OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Procurador) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda),
Lo anterior, porque al contestar la demanda, el Consejero Jurídico del Gobierno del Estado de Oaxaca manifestó, esencialmente que los recursos que corresponden al Municipio actor se han entregado en tiempo y forma a través de las personas legalmente facultadas para recibirlos y que no le corresponde al Ejecutivo local resolver quien es la persona legalmente autorizada para recibir los recursos económicos ya que únicamente debe ceñirse a los acuerdos adoptados y aprobados por el cabildo. 

Si bien, al rendir estas manifestaciones la autoridad gubernamental del Estado de Oaxaca señala que no existe el acto impugnado ya que ha entregado en tiempo y forma los recursos públicos financieros que reclama el Municipio actor y por tanto debe sobreseerse en el juicio, en el proyecto se precisa que esta petición no debe atenderse en este apartado, pues el análisis de la entrega correcta de los recursos será materia del estudio de fondo del presente asunto.
Finalmente en cuanto a la impugnación del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca en el proyecto se precisa que al tratarse de una norma general no es necesario probar su existencia. 

3.- En cuanto a la oportunidad en la presentación de la demanda, respecto de los actos existentes, en el proyecto se considera que respecto de la impugnación del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca su impugnación resulta extemporánea si se atiende a la fecha de publicación en el Periódico Oficial de la entidad y que por no haberse demostrado su acto de aplicación, procede el sobreseimiento en la controversia respecto de esta impugnación.

En cuanto a los demás actos existentes se precisa que la ampliación a la demanda fue presentada oportunamente al impugnarse hechos nuevos.
4.- En el apartado de legitimación activa se determina que ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO, en su carácter de Síndico Hacendario, tiene la representación necesaria para promover la presente controversia constitucional en representación del Municipio actor.
Dado que se cuestiona la calidad del citado funcionario, en el proyecto se narran los antecedentes de su designación y lo que fue aconteciendo hasta la sesión del cabildo de seis de abril de dos mil once, en la que se revocó el acta de dos de enero de dos mil once, donde fue asignado ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO como Síndico Hacendario, y en la misma sesión de seis de abril se le reasignó como Regidor de Seguridad Pública y en su lugar se designó a ADRIANA LUCÍA CRUZ CARRERA, como nueva Síndico Hacendario.
En el proyecto se analiza el acta de cabildo de seis de abril de dos mil once y se determina que para la revocación del acta de dos de enero de dos mil once en el punto de cambio de titular de reguduría fue ilegal ya que el artículo 47, fracción VII de la Ley Orgánica Municipal prevé que para aprobar el cambio de titular de una regiduría se requiere el voto de la mayoría calificada de los integrantes del ayuntamiento y esta condición no se cumplió, ya que el Ayuntamiento se integra por trece concejales de los cuáles, únicamente ocho asistieron a la sesión de seis de abril de dos mil once, los cuales si bien integraban quórum no alcanzaron la votación de mayoría calificada exigida por el artículo 47, fracción VII del citado ordenamiento para aprobar el cambio de titular de una regiduría, pues esta mayoría calificada son las dos terceras partes de los integrantes del Ayuntamiento, es decir, se requería el voto de nueve de los integrantes del mismo. 

De este modo, en el proyecto se concluye que el acuerdo tomado en la sesión de cabildo de seis de abril de dos mil once, en el que se revocó el diverso acuerdo de cabildo de dos de enero pasado relativo a la asignación de la Sindicatura de Hacienda a ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO, no fue legal dado que no se alcanzó la votación legal requerida de mayoría calificada de los integrantes del Ayuntamiento. Por ello se concluye que el acuerdo de cabildo de dos de enero de dos mil once en el que se asignó la Sindicatura Hacendaria a ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO, sigue siendo válido y por tanto, dicha persona ostenta el carácter de Síndico Municipal.
5.- Se determina la legitimación pasiva de las autoridades demandadas, poderes ejecutivo y legislativo del Estado de Oaxaca, y Auditor Superior del Estado señalando, además, que los funcionarios que acuden en su representación cuentan con legitimación procesal para comparecer en el presente juicio en representación de los citados poderes locales y autoridad.
6.- Se dice que al no existir otro motivo de improcedencia planteado por las partes adicional a los ya desestimados, se procede al estudio del fondo del asunto.

7.- Ya en el estudio de fondo el proyecto propone que fue correcto el acuerdo de cabildo de treinta de marzo de dos mil once en el que se aprobó la destitución del Tesorero Municipal ALFREDO AMBROCIO CRUZ y se nombró como nuevo Tesorero Municipal a MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO a quien se le tomó la protesta, ello con fundamento en el artículo 43, fracción XIX de la Ley Orgánica Municipal. Ello porque existió el quórum legal para sesionar; se trató de una sesión extraordinaria de las previstas legalmente en la que el único asunto a tratar fue el “análisis y resoluciones de los asuntos de la administración municipal”; y el Ayuntamiento tiene facultades para aprobar la remoción del Tesorero Municipal ya que para ello se requiere una votación de mayoría simple, es decir de la mitad más uno de los miembros del Ayuntamiento, esto es, ocho votos.

Se precisa que el Gobierno del Estado de Oaxaca debe entregar las participaciones que corresponden al Municipio actor por conducto de los funcionarios legales facultados para recibirlas, esto es, por conducto del Tesorero Municipal designado legalmente por el Ayuntamiento.
En el proyecto se analizan los recibos de pago de las participaciones y recursos financieros ofrecidos por la autoridad gubernamental demandada, y se determina que la autoridad demandada ha llevado a cabo el pago de los recursos municipales de manera legal ya que, a partir del mes de abril del presente año, los ha entregado por conducto del Tesorero Municipal MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO, Tesorero nombrado legalmente por el Ayuntamiento en la sesión extraordinaria de treinta de marzo de dos mil once, por lo que se concluye que no ha incurrido en la omisión de pago impugnada. Se precisa también que ello es independientemente de que los recibos de pago también estén firmados por OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Procurador) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda), pues ello es intrascendente ya que en todas las constancias de recepción de recursos aparece la firma de recibido también del Tesorero Municipal MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO, por lo que resulta incorrecta la afirmación del actor en el sentido de que los recursos se hayan entregado a personas carentes de facultades para recibir los recursos, pues como se ha precisado, el Tesorero municipal es el funcionario facultado para cobrar los recursos municipales. 

Por lo tanto, en el proyecto se estima que la autoridad gubernamental del Estado de Oaxaca sí ha entregado los recursos públicos financieros que reclama el Municipio actor por conducto del funcionario legalmente facultado para ello, esto es, por conducto del Tesorero Municipal MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO, por lo que resulta infundado el reclamo del Municipio actor, ya que la autoridad demandada no ha omitido entregar los recursos económicos correspondientes al Municipio actor y, además los ha entregado por conducto de la persona facultada para recibirlos, esto es el Tesorero Municipal. Finalmente se precisa que en todo caso, el manejo, destino y aplicación que se haya dado a los recursos será una cuestión que debe ser revisada en el procedimiento de fiscalización de la cuenta pública del municipio actor correspondiente a cargo de las autoridades facultadas para ello.
En los puntos resolutivos:

PRIMERO.- Es parcialmente procedente pero infundada la presente controversia constitucional. 

SEGUNDO.- Se sobresee en la presente controversia constitucional respecto de los actos impugnados en la demanda de controversia constitucional y su ampliación en términos del apartado IV de la presente sentencia denominado EXISTENCIA DE LOS ACTOS IMPUGNADOS. 

TERCERO.- Se sobresee en la presente controversia constitucional respecto de la impugnación del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca en términos del apartado V de la presente sentencia denominado OPORTUNIDAD. 

CUARTO.- El Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca no ha incurrido en la omisión de entrega de las participaciones y recursos financieros que corresponden al Municipio actor, ya que dichos recursos los ha entregado por conducto del funcionario legalmente facultado para recibirlos.

TESIS QUE SE CITAN EN EL PROYECTO:
“CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. OPORTUNIDAD PARA PROMOVERLAS CUANDO SE IMPUGNEN NORMAS GENERALES”.
“CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. HECHO NUEVO Y HECHO SUPERVENIENTE PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DE LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA”.

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION”.

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU CUMPLIMIENTO CUANDO SE TRATE DE ACTOS QUE NO TRASCIENDAN, DE MANERA INMEDIATA, LA ESFERA JURÍDICA DE LOS PARTICULARES”.
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 49/2011.

ACTOR: MUNICIPIO DE SANTA LUCÍA DEL CAMINO, ESTADO DE OAXACA.
Vo.Bo.
MINISTRO PONENTE: JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ.

SECRETARIos: laura patricia rojas Zamudio y

 raúl manuel mejía garza.
México, Distrito Federal. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día dieciocho de enero de dos mil doce en el que emite la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante la que se resuelve la presente controversia constitucional 49/2011, promovida por el Municipio de Santa Lucía del Camino del Estado de Oaxaca, por conducto del Síndico Hacendario y Representante Jurídico, Roberto Joel Cruz Castro, en la que demandó la invalidez de lo siguiente
:
a) La inconstitucionalidad del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el treinta de noviembre de dos mil diez y aprobada mediante decreto número 2107 por la Sexagésima Legislatura.

b) Dictamen de la Comisión Permanente de Vigilancia y/o Gobernación del Poder Legislativo del Estado que propone el inicio del procedimiento de desaparición, inicio de suspensión provisional, declaración de suspensión provisional del H. Ayuntamiento del Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, así como la ilegal orden que haya girado a la Auditoría Superior del Estado y a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado para que procedan a la suspensión de la entrega de los recursos económicos y la ejecución que estas autoridades lleven a cabo.

Autoridades demandadas:

a) La Sexagésima Primera Legislatura del Estado. 

b) El Presidente de la Comisión Permanente de Gobernación de la Sexagésima Primera Legislatura. 

c) El Presidente de la Comisión Permanente de Vigilancia de la Sexagésima Primera Legislatura.

d) La Auditoría Superior del Estado.

e) La Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.

Tercero interesado (sic):

El Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca.

I. ANTECEDENTES Y PLANTEAMIENTOS DE LA DEMANDA.
1. 
Antecedentes. Los antecedentes narrados en la demanda, en síntesis, son los siguientes:

2. 
a) La elección de los integrantes en el Municipio de Santa Lucía del Camino del Estado de Oaxaca se sujeta al Régimen Electoral de Partidos Políticos, la cual se realiza cada tres años. El primero de enero de dos mil diez se llevó a cabo la toma de protesta del Ayuntamiento en donde se instaló formalmente el Cabildo para el período 2011-2013, como se acredita con la Constancia de Mayoría y Validez, al día siguiente se llevó a cabo la Primer sesión Ordinaria en la que se nombraron las comisiones que conformarían el gobierno municipal.

3. 
b) A principios del mes de marzo un grupo de personas afines al anterior Presidente Municipal tomaron las instalaciones del Palacio Municipal, solicitándole al Cabildo que resolviera pagos pendientes que había dejado la anterior administración, entre los cuales se encontraban liquidaciones a extrabajadores; a través de la conciliación se les dio una solución a sus planteamientos y una vez satisfechos procedieron a liberar las instalaciones.

4. 
c) El actual Municipio se encuentra funcionando normalmente, dotando de los servicios públicos a la población; sin embargo funcionarios del Congreso local informaron verbalmente a integrantes del Ayuntamiento que se estaba dando inicio a la suspensión provisional del H. Ayuntamiento.

5. 
d) El primero de abril del año en curso el Tesorero Municipal se presentó ante el Departamento de Participaciones Municipales, dependiente de la Dirección de Egresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, para recibir los recursos financieros asignados al Municipio, correspondientes a los ramos 28 y 33, fondos 3 y 4 y demás participaciones tanto del Estado como Federales; a lo que el Jefe del mencionado Departamento de Participaciones le informó verbalmente que no podía entregarle nada porque se suspendieron todas las participaciones al Municipio, por órdenes del Congreso del Estado ya que se daría inicio a la suspensión provisional del Ayuntamiento en cuestión. Por lo que es inminente que se decretará la suspensión provisional, al pretender aplicar el artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal, artículo que resulta inconstitucional.

6. 
e) Mediante oficio de once de abril del presente año, el Presidente Municipal de Santa Lucía del Camino solicitó al Secretario de Finanzas la liberación de dichos recursos, y en ese momento les informaron verbalmente que estaban suspendidos todos los recursos del Ayuntamiento porque se iniciará el trámite de la suspensión provisional. Se enteraron por medio de la prensa local que la Comisión Permanente de Vigilancia del Congreso del Estado, prepara un dictamen de suspensión “de plano” del Ayuntamiento el que se propondría al Pleno del Congreso del Estado; lo cual consideran es totalmente inconstitucional, pues no se ha cumplido con la garantía de audiencia que tutelan los artículos 14, 16 y 115 de la Constitución Federal y resulta arbitrario e ilegal al pretender desaparecer un ayuntamiento.

7. 
Conceptos de invalidez. El concepto de invalidez que hace valer el Municipio actor, en síntesis, es el siguiente:
8. 
a) La actuación de la Legislatura del Estado, por el inminente decreto por el que pretende aprobar el inicio del procedimiento de desaparición del Ayuntamiento de Santa Lucía del Camino en el Estado de Oaxaca, la declaración de la suspensión provisional del mismo y la suspensión de pago de los recursos económicos por conducto de la Auditoría Superior del Estado, enviada a la Secretaría de Finanzas del Gobierno, así como la inminente suspensión provisional del Ayuntamiento, no satisface las garantías de audiencia y legalidad tuteladas en los artículos 14, 16 y 115, fracción I, tercer párrafo constitucionales, tomando en consideración que tal determinación se dictó sin notificarles siquiera el inicio del procedimiento y mucho menos otorgándoles la posibilidad de conocer las bases que sirvieron para la instauración de tal procedimiento, y así estar en aptitud de que comparecieran en legítima defensa de sus intereses, que no son otros que los del pueblo que representan.

9. 
b) Lo anterior se puede revocar siempre y cuando se cumplan con las formalidades esenciales del procedimiento, cabe señalar que en la exposición de motivos de la reforma al artículo 115 constitucional, publicada en el Diario Oficial de la Federación el tres de febrero de mil novecientos ochenta y tres, se destacó como prerrogativa de los municipios, su integración y la continuidad en el ejercicio de sus funciones, tendientes a vigorizar su hacienda, su autonomía política y en lo general aquellas facultades que de una u otra manera, habían venido siendo absorbidas por los Estados de la Federación.

10. 
c) Esta tarea exigió un punto de equilibrio político y constitucional, por lo que se debe respetar la esencia de las instituciones plasmadas en los principios de libertad y autodeterminación de las entidades federativas, sin invadir o lesionar aquellas facultades que por virtud del pacto federal se encuentran conferidas a los Estados en los artículos 40, 41 y 124 constitucionales. Este es el escenario lógico-jurídico bajo el cual debe normar su actuación el Congreso del Estado y al no haberlo hecho así, cuando aprobó el artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca, causó un atentado contra las propias garantías de audiencia y legalidad jurídicas, que sólo pueden ser reparadas con la declaratoria de invalidez de dicha ley. Además el decreto conlleva en su expedición una clara violación al artículo 115 constitucional, toda vez que la Legislatura del Estado, mediante la emisión del inminente acto reclamado, pretende suspender provisionalmente al Ayuntamiento, el cual es un acto contrario al estado de Derecho, lo que generó la suspensión del pago de las participaciones económicas a que tiene derecho.

11. 
Artículos constitucionales señalados como violados. El Poder actor señaló como violados los artículos 14, 16 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
II. TRÁMITE DE LA CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL

12. 
Radicación y admisión. La demanda de controversia se presentó en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el catorce de abril de dos mil once y por acuerdo de la misma fecha, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia ordenó formar y registrar el expediente al que le correspondió el número 49/2011 y lo turnó al Ministro José Ramón Cossío Díaz para que fungiera como instructor
.

13. 
Mediante auto de quince de abril siguiente, el Ministro instructor admitió a trámite la controversia constitucional y tuvo como autoridades demandadas a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Oaxaca, así como a la Auditoría Superior del Estado —en virtud de que se le atribuyeron hechos propios— y se les requirió para que dentro del plazo de treinta días hábiles rindieran su contestación a la demanda
.

14. 
Contestación del Poder Legislativo. El Presidente de la Junta de Coordinación Política, ostentándose como representante legal de la Legislatura del Estado, al contestar la demanda señaló en síntesis que
:
15. 
a) Es extemporánea la inconstitucionalidad que demanda el municipio actor respecto del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal vigente.
16. 
b) No existe dictamen de las Comisiones Permanentes de Vigilancia de la Auditoría Superior del Estado ni de la de Gobernación, que proponga al Congreso el inicio del procedimiento de desaparición, ni tampoco de la suspensión provisional del Ayuntamiento. 

17. 
c) No se han dado órdenes ni a la Auditoria Superior del Estado ni a la Secretaría de Finanzas del Gobierno para la suspensión de la entrega de las participaciones del ramo 28 y 33, fondo 3 y 4 que corresponden al Municipio actor. 

18. 
Contestación del Poder Ejecutivo. El Consejero Jurídico del Gobierno del Estado, en representación del Gobernador del Estado al contestar la demanda señaló en síntesis que
:
19. 
a) Con fundamento en la fracción III del artículo 20 de la Ley Reglamentaria de la materia, procede sobreseer la controversia ya que los supuestos actos atribuidos a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, relativos a que ha suspendido la entrega de los recursos que le corresponden al Municipio actor, son inexistentes, pues los pagos han sido ministrados por conducto de las personas que el propio municipio ha facultado para tal efecto. 

20. 
b) También debe sobreseerse la controversia en relación con los actos impugnados al Poder Legislativo local ya que en autos no existen constancias del supuesto dictamen de la Comisión Permanente de Vigilancia y/o Gobernación del citado poder, mediante el que se haya propuesto la aprobación del inicio del procedimiento de desaparición del Ayuntamiento. 

21. 
c) Por lo que se refiere a la impugnación del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal, también debe sobreseerse la controversia constitucional dado que la impugnación resulta extemporánea. 

22. 
d) El síndico promovente carece de la legitimación procesal necesaria para la promoción de la presente controversia constitucional ya que al momento de promoverla carecía de la representación legal del Ayuntamiento, ello en virtud de que del acta de cabildo de la sesión celebrada el seis de abril de dos mil once, se advierte que los regidores presentes por unanimidad de votos, revocaron el diverso acuerdo de cabildo de dos de enero del presente año en donde se le había designado como Síndico Hacendario.

23. 
Contestación de la Auditoría Superior del Estado. El Director de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior del Estado de Oaxaca, en representación de la Auditora Superior del Estado al contestar la demanda señaló que no es cierto el acto que se le atribuye ya que la Auditoría no tiene facultades en la asignación y distribución de los recursos y participaciones que corresponden a los Municipios y mucho menos para ordenar la suspensión de dichos recursos, ello sin perjuicio de que pueda ejercer sus facultades de revisión y fiscalización en los términos previstos en la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Oaxaca
.  

24. 
Ampliación de demanda. Mediante escrito presentado en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Roberto Joel Cruz Castro quien se ostentó con el carácter de Síndico Hacendario del Municipio actor, promovió ampliación a la demanda, en contra del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, por considerar que de la contestación de demanda formulada por el Consejero Jurídico del Gobierno del Estado, surgieron hechos nuevos y supervenientes. Así, en esta ampliación el municipio actor impugnó los siguientes actos
: 

25. 
Como hechos nuevos o desconocidos: 

26. 
a) El desconocimiento de hecho y de derecho de la personalidad para representar jurídicamente al Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, así como para promover la controversia constitucional.

27. 
b) El desconocimiento expreso y de hecho que realiza respecto de los integrantes del mismo Ayuntamiento, los que a partir del primero de enero del año en curso integran el Cabildo en calidad de propietarios, en los términos señalados en la constancia de mayoría y validez de ocho de julio de dos mil diez, expedida por el Consejo Municipal Electoral del Instituto Estatal de Oaxaca.

28. 
Como hechos supervenientes:

29. 
a) La omisión de resolver respecto de la entrega de las participaciones y recursos financieros por conducto de la persona que se encuentra legalmente autorizada para ello, como lo es el Tesorero Municipal. 

30. 
b) La entrega indebida de las participaciones correspondientes al ramo 28 y las aportaciones del ramo 33, fondos III y IV del Presupuesto de Egresos de la Federación, a dos personas carentes de facultades para recibir tales recursos económicos, como lo son OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Municipal) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda).

31. 
En sus conceptos de invalidez el Municipio actor manifiesta que todos los actos impugnados son violatorios del principio de autonomía municipal, en virtud de que los integrantes del Ayuntamiento fueron electos legalmente bajo el sistema de partidos políticos, para formar parte en el trienio del dos mil once al dos mil trece. En consecuencia a partir de primero de enero de dos mil once comenzaron a ejercer el cargo con el carácter de concejales propietarios y al día siguiente en sesión de Cabildo nombraron a los ciudadanos ALFREDO AMBROCIO CRUZ, DANIEL ALONSO MANUEL Y ELEAZAR CARRASCO BENÍTEZ, para fungir como Tesorero, Secretario y Responsable de la Obra Pública Municipal, respectivamente.

32. 
Señalan que no obstante lo anterior, el Gobierno del Estado por conducto del Secretario de Finanzas dejó de ministrarle los recursos económicos al Municipio a partir del mes de marzo de dos mil once.

33.
Mediante auto de siete de julio de dos mil once, el Ministro instructor con fundamento en el artículo 27 de la Ley Reglamentaria de la materia y considerando a los actos impugnados en la ampliación como hechos nuevos de los cuales tuvo conocimiento el actor con motivo de la contestación a la demanda, admitió a trámite la ampliación a la demanda promovida por el Municipio actor en contra del Poder Ejecutivo del Estado
. 

34. 
Contestación a la ampliación de la demanda. El Consejero Jurídico del Gobierno del Estado, en representación del Titular del Poder Ejecutivo dio contestación a la ampliación de la demanda en los siguientes términos
:

35. 
a) En ningún momento, se ha desconocido la personalidad del ciudadano ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO, pues ello no es facultad ni atribución del Poder Ejecutivo del Estado y aclara que la falta de legitimidad de dicha persona deriva única y exclusivamente del acta de la sesión de Cabildo celebrada el seis de abril de dos mil once por el Ayuntamiento de Santa Lucía del Camino, Oaxaca.
36. 
b) Que los recursos que corresponden al Municipio actor se han entregado en tiempo y forma a través de las personas legalmente facultadas para recibirlos. 

37. 
c) Que no le corresponde al Ejecutivo local resolver quien es la persona legalmente autorizada para recibir los recursos económicos que pertenecen al Municipio actor, ya que únicamente debe ceñirse a los acuerdos adoptados y aprobados por el cabildo.

38.
Opinión de la Procuradora General de la República. La Procuradora General de la República al rendir su opinión, manifestó, en síntesis
:

39. 
a) Que la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente controversia constitucional, la cual se presentó oportunamente y que quien la promovió goza de legitimación procesal activa para ello.

40. 
b) Con fundamento en el artículo 20, fracción III de la ley que rige la vía debe sobreseerse la controversia constitucional, en virtud de no existir los actos impugnados de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, así como de la Auditoría Superior, todos del estado de Oaxaca.

41. 
c) Igualmente debe sobreseerse la controversia respecto de la impugnación del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal ya que su impugnación es extemporánea.

42. 
d) Que quien promovió la ampliación a la demanda no cuenta con el carácter de Síndico Hacendario, por lo que no puede actuar dentro del procedimiento a nombre y en representación del municipio actor, ya que fue removido de ese cargo en la sesión de cabildo de seis de abril de dos mil once, por lo que la controversia es improcedente con base en la fracción VIII del artículo 19, relacionada con el diverso 11 de la ley reglamentaria de la materia y por tanto debe sobreseerse con fundamento en la fracción II del artículo 20 del ordenamiento aludido. 
43. 
Audiencia. Substanciado el procedimiento en la presente controversia constitucional, se celebró la audiencia prevista en el artículo 29 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se tuvieron por exhibidas y admitidas las pruebas ofrecidas, por presentados los alegatos y se puso el expediente en estado de resolución
.
III. COMPETENCIA.

44. 
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer de la presente controversia constitucional, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 10, fracción I y 11, fracción V, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; Punto Cuarto del Acuerdo 5/2001, emitido por el Tribunal Pleno, el veintiuno de junio de dos mil uno, en relación con el punto único del Acuerdo 3/2008 de diez de marzo de dos mil ocho.
IV.  EXISTENCIA DE LOS ACTOS IMPUGNADOS.

45. 
En principio conviene determinar la existencia de los actos impugnados que serán materia de análisis en la presente controversia constitucional. 

46.
De la demanda se advierte que el Municipio actor impugna lo siguiente:

47. 
a) La inconstitucionalidad del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el treinta de noviembre de dos mil diez, aprobada mediante decreto número 2107 por la Sexagésima Legislatura.

48. 
b) Dictamen de la Comisión Permanente de Vigilancia y/o Gobernación del Poder Legislativo del Estado que propone el inicio del procedimiento de desaparición, inicio de suspensión provisional, declaración de suspensión provisional del H. Ayuntamiento del Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca; así como la ejecución por parte de la Auditoría Superior del Estado y de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de la suspensión de la entrega de recursos económicos.

49. 
De la ampliación de demanda se advierte que el Municipio actor impugna los siguientes actos
:
50. 
a) El desconocimiento de hecho y de derecho de la personalidad para representar jurídicamente al Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, así como para promover la controversia constitucional.

51. 
b) El desconocimiento expreso y de hecho que realiza respecto de los integrantes del mismo Ayuntamiento, los que a partir del primero de enero del año anterior integraron el Cabildo en calidad de propietarios, en los términos señalados en la constancia de mayoría y validez de ocho de julio de dos mil diez, expedida por el Consejo Municipal Electoral del Instituto Estatal de Oaxaca.

52. 
c) La omisión de resolver respecto de la entrega de las participaciones y recursos financieros por conducto de la persona que se encuentra legalmente autorizada para ello, como lo es el Tesorero Municipal. 

53. 
d) La entrega indebida de las participaciones correspondientes al ramo 28 y las aportaciones del ramo 33, fondos III y IV del Presupuesto de Egresos de la Federación, a dos personas carentes de facultades para recibir tales recursos económicos, como lo son OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Procurador) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda).

54. 
Pues bien, por lo que respecta a la impugnación del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca, esta Primera Sala considera que al tratarse de una norma general no es necesario probar su existencia, por lo que será en el apartado siguiente relativo a la oportunidad que se llevará a cabo su análisis. 

55.
Por lo que refiere al acto impugnado consistente en el Dictamen de la Comisión Permanente de Vigilancia y/o Gobernación del Poder Legislativo del Estado que propone el inicio del procedimiento de desaparición, inicio de suspensión provisional, declaración de suspensión provisional del Ayuntamiento del Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, así como la ilegal orden que haya girado a la Auditoría Superior del Estado y a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado para que procedan a la suspensión de la entrega de los recursos económicos, hay que precisar que el Poder Legislativo del Estado al contestar la demanda, manifestó que no existe ningún dictamen de las Comisiones Permanentes de Vigilancia de la Auditoría Superior del Estado ni de la de Gobernación, que proponga al Congreso el inicio del procedimiento de desaparición y que tampoco ha ordenado la suspensión de la entrega de los recursos financieros al Municipio actor. 

56. 
Además de la negativa expresa de dicho Poder Legislativo, esta Primera Sala advierte que en autos no obran constancias de ningún  dictamen mediante el cual se proponga a la Asamblea del Congreso de Oaxaca, la aprobación del inicio del procedimiento de desaparición o suspensión provisional del Ayuntamiento actor, ni de Decreto alguno del órgano legislativo en ese sentido y tampoco acto alguno por el cual se ordene la suspensión de la entrega de los recursos al municipio, de ahí que no puede considerarse que los actos controvertidos existan. 

57. 
Por lo tanto, dada la negativa expresa sobre la existencia de estos actos y al no existir constancias en autos que permitan acreditar su existencia, lo procedente es sobreseer en el juicio respecto de este acto, en términos de lo dispuesto por el artículo 20, fracción III de la Ley Reglamentaria de la materia
.
58. 
En cuanto a los actos impugnados en la ampliación a la demanda consistentes en el desconocimiento de hecho y de derecho que hace el Poder Ejecutivo local de la personalidad del Síndico para representar jurídicamente al Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, así como para promover la controversia constitucional y el desconocimiento expreso y de hecho que realiza respecto de los integrantes del mismo Ayuntamiento, los que a partir del primero de enero de dos mil once integraron el Cabildo en calidad de propietarios, en los términos señalados en la constancia de mayoría y validez de ocho de julio de dos mil diez, expedida por el Consejo Municipal Electoral del Instituto Estatal de Oaxaca, hay que precisar que el Poder Ejecutivo local al contestar la ampliación a la demanda manifestó que, en ningún momento, ha desconocido la personalidad del ciudadano ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO como Síndico Hacendario, pues ello no es su facultad ni atribución y aclara que si bien planteó la falta de legitimidad de dicha persona para promover la controversia constitucional, ello lo hizo derivado única y exclusivamente del acta de la sesión de Cabildo celebrada el seis de abril de dos mil once por el Ayuntamiento de Santa Lucía del Camino, Oaxaca, por la cual se le cambió de cargo, quitándole el carácter de Síndico Hacendario y nombrándolo como Regidor de Seguridad Pública.

59. 
En este sentido, además de la negativa expresa del Poder Ejecutivo local sobre la existencia de estos actos, en las constancias de autos tampoco existe ninguna documental de la que se advierta que este poder haya llevado a cabo actos de desconocimiento de alguno de los integrantes del Ayuntamiento.

60. 
Por lo tanto, dada la negativa expresa sobre la existencia de estos actos y al no existir constancias en autos que permitan acreditar su existencia, esta Primera Sala considera que lo procedente es sobreseer en el juicio respecto de este acto, en términos de lo dispuesto por el artículo 20, fracción III de la Ley Reglamentaria de la materia
.

61. 
No es óbice a lo anterior, la manifestación del Poder Ejecutivo local en el sentido de que el ciudadano ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO carece de legitimidad para promover la presente controversia constitucional y que ello lo deriva únicamente del acta de la sesión de Cabildo celebrada el seis de abril de dos mil once, pues esto será analizado por esta Primera Sala en el apartado correspondiente a la LEGITIMACIÓN ACTIVA.

62. 
Por lo que se refiere a los actos impugnados en la ampliación de la demanda consistentes en la omisión de resolver respecto de la entrega de las participaciones y recursos financieros por conducto del Tesorero Municipal legalmente autorizado para ello y a que se ha realizado una entrega indebida de las participaciones correspondientes al ramo 28 y las aportaciones del ramo 33, fondos III y IV del Presupuesto de Egresos de la Federación, a dos personas carentes de facultades para recibir tales recursos económicos, como lo son OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Procurador) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda), esta Primera Sala determina que dichos actos existen, ya que al contestar la demanda, el Consejero Jurídico del Gobierno del Estado de Oaxaca manifestó, esencialmente que los recursos que corresponden al Municipio actor se han entregado en tiempo y forma a través de las personas legalmente facultadas para recibirlos y que no le corresponde al Ejecutivo local resolver quien es la persona legalmente autorizada para recibir los recursos económicos ya que únicamente debe ceñirse a los acuerdos adoptados y aprobados por el cabildo. 

63. 
Si bien, al rendir estas manifestaciones la autoridad gubernamental del Estado de Oaxaca señala que no existe el acto impugnado ya que ha entregado en tiempo y forma los recursos públicos financieros que reclama el Municipio actor y por tanto debe sobreseerse en el juicio, esta petición no debe atenderse en este apartado, pues el análisis de la entrega correcta de los recursos será materia del estudio de fondo del presente asunto, máxime que existe impugnación expresa del municipio actor en el sentido de que se ha llevado a cabo una entrega indebida de las participaciones correspondientes al ramo 28 y las aportaciones del ramo 33, fondos III y IV del Presupuesto de Egresos de la Federación, a dos personas carentes de facultades para recibir tales recursos económicos, como lo son OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Procurador) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda).
64. 
Por lo tanto, lo procedente es tener por existentes estos actos impugnados, sin perder de vista que este pronunciamiento únicamente se refiere a la existencia de los actos, más no a su legalidad o ilegalidad, ya que para poder determinar si la entrega de dichos recursos ha sido indebida o no, es necesario realizar el análisis del estudio de fondo del asunto, por ser parte de la materia de la litis planteada.  

V. OPORTUNIDAD.

65. 
En cuanto a la impugnación de la demanda relativa al artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca
, esta norma fue publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Oaxaca el treinta de noviembre de dos mil diez, por lo tanto el plazo para su impugnación debe contarse de acuerdo con el artículo 21, fracción II de la Ley Reglamentaria de las fracciones I y II del artículo 105 constitucional
.

66. 
De ese numeral se advierte que tratándose de normas generales, la ley prevé dos momentos distintos para su impugnación: 1) a partir de su publicación y 2) del primer acto de aplicación
. Sin embargo, de la lectura integral de la demanda no se advierte con claridad cuál es el hecho que el actor considera, a fin de impugnar la norma, por lo que lo más conveniente es realizar ese examen conforme a ambas hipótesis, señaladas en los párrafos anteriores.

67. 
En cuanto a la impugnación de la norma, con motivo de su publicación, es evidente que resulta extemporánea, ya que fue publicada el treinta de noviembre de dos mil diez y la demanda se presentó hasta el catorce de abril de dos mil once y, por ende, ha transcurrido en exceso el plazo que fija la Ley Reglamentaria de la materia; en consecuencia, se actualiza la causa de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 19 de la Ley Reglamentaria de la materia, por lo que corresponde sobreseer, respecto de la impugnación del artículo 59, con fundamento en la fracción III del artículo 20 del ordenamiento legal citado
.

68. 
Respecto de la impugnación de esta norma general, con motivo de su primer acto de aplicación, debe citarse el contenido del numeral impugnado:

“ARTÍCULO 59.- En el caso de desaparición de un ayuntamiento, se podrá decretar la suspensión provisional de éste ante una situación de violencia grave, un vacío de autoridad o estado de ingobernabilidad. La suspensión provisional se acordará por el Congreso con el voto aprobatorio de las dos terceras partes de sus integrantes, durará hasta en tanto no se emita la resolución definitiva del caso; podrá nombrarse por el propio Congreso un encargado del Municipio, que ejercerá sus funciones hasta que se emita la referida resolución. Antes de emitir esta medida cautelar el Congreso dará oportunidad al Ayuntamiento o su representante de ser oídos y exponer lo que a su derecho proceda”.

69. 
Como se advierte, ese precepto regula la desaparición del Ayuntamiento y la suspensión provisional del mismo por la Legislatura del Estado. En el caso, como hemos precisado, el Municipio actor impugnó en su demanda, un supuesto dictamen de la Comisión Permanente de Gobernación del Poder Legislativo del Estado de Oaxaca, en el que según su dicho, se propondría al Pleno del Congreso la aprobación del inicio de procedimiento de desaparición del Ayuntamiento o de suspensión provisional del mismo, sin embargo, esta Primera Sala ya determinó sobreseer en el juicio respecto de este acto impugnado, al no haberse demostrado su existencia.

70. 
Por lo tanto, al no existir acto de aplicación de la norma impugnada, no se actualiza el segundo supuesto que prevé la Ley Reglamentaria de la materia, a fin de computar el plazo para presentar la demanda de controversia constitucional y lo procedente es sobreseer en el presente asunto respecto de la impugnación del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca, dada la extemporaneidad de la impugnación de la norma con motivo de su publicación
.

71. 
Por otro lado, en cuanto a la oportunidad en la promoción de la ampliación de la demanda, debe atenderse a lo dispuesto por el artículo 27 de la Ley Reglamentaria de la materia que establece que el actor podrá ampliar su demanda dentro de los quince días siguientes al de la contestación si en esta última apareciere un hecho nuevo, o hasta antes de la fecha de cierre de la instrucción si apareciere un hecho superveniente y que la ampliación de la demanda y su contestación se tramitarán conforme a lo previsto para la demanda y contestación originales
.

72. 
Como ya lo habíamos señalado, los actos impugnados en la ampliación a la demanda que en el apartado anterior se tuvieron como existentes son los consistentes en la omisión de resolver respecto de la entrega de las participaciones y recursos financieros por conducto del Tesorero Municipal legalmente autorizado para ello y la consecuente entrega indebida de las participaciones correspondientes al ramo 28 y las aportaciones del ramo 33, fondos III y IV del Presupuesto de Egresos de la Federación, a dos personas carentes de facultades para recibir tales recursos económicos, como lo son OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Procurador) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda).

73. 
Al respecto, conviene recordar que mediante auto de siete de julio de dos mil once, el Ministro instructor con fundamento en el artículo 27 de la Ley Reglamentaria de la materia, admitió a trámite la ampliación a la demanda considerando a los actos impugnados como hechos nuevos de los cuales tuvo conocimiento el actor con motivo de la contestación a la demanda.

74. 
En efecto, esta Primera Sala estima que estos actos impugnados en la ampliación a la demanda deben ser considerados como hechos nuevos, entendiendo por ellos, aquéllos respecto de los cuales la parte actora tiene conocimiento de su existencia con motivo de la contestación a la demanda
. Por lo tanto, para determinar si su impugnación se hizo en tiempo, debe atenderse a lo previsto por el citado artículo 27 de la Ley Reglamentaria de la materia, en tanto que la impugnación de este tipo de hechos debe hacerse dentro de los quince días siguientes al de la contestación a la demanda. 

75. 
Al efecto, la contestación a la demanda rendida por el Consejero Jurídico del Gobierno del Estado de Oaxaca en representación del Titular del Poder Ejecutivo local se envió a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación por correo certificado y fue recibida en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia el quince de junio de dos mil once
. Esta contestación le fue notificada al Municipio actor el veinticuatro de junio de dos mil once
, por lo que si el escrito de ampliación a la demanda se presentó en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el cinco de julio de dos mil once
, es evidente que dicha ampliación se promovió oportunamente ya que el Municipio actor se encontraba dentro de los quince días que prevé el citado artículo 27 de la Ley Reglamentaria de la materia.     

VI. LEGITIMACIÓN ACTIVA.

76. 
El actor es el Municipio de Santa Lucía del Camino, del Estado de Oaxaca y en su representación promueve la demanda ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO, quien se ostenta con el carácter de Síndico Hacendario y ello lo acredita con los siguientes documentos:

77. 
a) Constancia de mayoría y validez de la elección de concejales a ayuntamientos, expedida por el Instituto Estatal Electoral de Oaxaca el ocho de julio de dos mil diez, de la que se advierte que ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO fue electo como concejal propietario para la integración del Ayuntamiento del Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca
. 

78. 
b) Credencial emitida por la Secretaría General de Gobierno del Estado de Oaxaca, con vigencia de “enero 2011 – diciembre 2013”, que lo acredita como Síndico Hacendario del Municipio de Santa Lucía del Camino, Oaxaca
.

79. 
c) Copia certificada del acta de la primer sesión ordinaria de cabildo celebrada el dos de enero de dos mil once, en la que se asignaron las regidurías a los concejales y de la que se advierte que a ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO se le asignó la función de Síndico Hacendario
. 
80. 
Ahora, de conformidad con el artículo 11, primer párrafo de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 constitucional
, el actor deberá comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que en términos de las normas que lo rigen, estén facultados para representarlo.

81. 
En este sentido, el artículo 71 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca dispone que los síndicos son los representantes jurídicos del Municipio, y en su fracción I indica, entre otras cosas, que deben representar jurídicamente al Municipio en los litigios en que éstos sean parte
. Por lo tanto, ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO, en su carácter de Síndico Hacendario, tiene la representación necesaria para promover la presente controversia constitucional en representación del Municipio actor.

82. 
No es obstáculo a lo anterior, lo señalado de manera coincidente, por el Poder Ejecutivo local y la Procuradora General de la República en el sentido de que el síndico promovente carece de la legitimación procesal necesaria para la promoción de la presente controversia constitucional ya que al momento de promoverla carecía de la representación legal del Ayuntamiento, ello en virtud de que del acta de cabildo de la sesión celebrada el seis de abril de dos mil once, se advierte que los regidores presentes por unanimidad de votos, revocaron el diverso acuerdo de cabildo de dos de enero de dos mil once en donde se le había designado como Síndico Hacendario. Para justificar esta afirmación resulta necesario hacer una breve explicación de los antecedentes más relevantes del caso y después un pronunciamiento sobre la legalidad de dicho punto de acuerdo tomado en la mencionada sesión de cabildo de seis de abril.

83. 
Antecedentes del caso:
84. a) El dos de enero de dos mil once, en la primera sesión ordinaria de cabildo, se llevó a cabo la asignación de las regidurías entre los integrantes del Ayuntamiento, asignándosele a ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO la función de Síndico Hacendario
. De hecho la asignación de la totalidad de las regidurías quedó de la siguiente manera:

	1.-
	Presidente Municipal
	Pedro Cabañas Santamaría

	2.-
	Síndico Procurador
	Omar Eusebio Blas Pacheco

	3.- 
	Síndico Hacendario
	Roberto Joel Cruz Castro

	4.- 
	Regidor de Hacienda
	Edgar Armando Ortiz Zárate

	5.- 
	Regidor de Obras Públicas
	Mayolo Francisco Martínez Pérez

	6.- 
	Regidor de Salud y Asistencia Social
	Luis Antonio Espinosa Osorio

	7.-
	Regiduría de Limpia
	Gerardo Antonio Mancera Jiménez

	8.- 
	Regiduría de Agencias y Colonias
	Juan Carlos Pastrana Rodríguez

	9.- 
	Regidor de Seguridad
	Adriana Lucía Cruz Carrera

	10.-
	Regidor de Educación Pública, recreación y deportes
	Salvador García López

	11.-
	Regiduría de Equidad y Género
	Verónica Eugenia Velasco Jiménez

	12.- 
	Regiduría de Ecología
	Margarito José Valdés Parada

	13.- 
	Regiduría de Gobernación y Reglamentos
	Félix Margarito Díaz Santiago


85. 
En esta sesión, también se designó como Tesorero Municipal al señor ALFREDO AMBROCIO CRUZ y se le tomó protesta. Si bien en esta sesión hubo quórum de trece integrantes, el acta correspondiente únicamente está firmada por nueve integrantes del Ayuntamiento.  

86. 
b) El veintiséis de enero de dos mil once, se llevó a cabo la segunda sesión ordinaria de cabildo, en la que se acordó, entre otras cosas, que los días de sesión serían todos los miércoles a las diez de la mañana
.

87. 
c) El treinta de marzo de dos mil once a las diez de la mañana y ante la presencia de un notario público, se celebró sesión ordinaria de cabildo —después de la insistente solicitud de los miembros del cabildo hacia el Presidente municipal para que se convocara a sesión, e incluso de diversos oficios signados por ocho miembros del cabildo para que se citará a los miembros de cabildo para sesionar el mismo día treinta de marzo de dos mil once, oficios que contienen diversos sellos de recibido de la presidencia municipal, secretaría municipal, sindicatura hacendaria, tesorería municipal y las diferentes regidurías del Ayuntamiento el mismo día entre las nueve treinta y diez de la mañana
—.

88. 
En dicha sesión se reunió el quórum de ocho requerido y ante la ausencia del Presidente Municipal se acordó por unanimidad de votos que la presidiera el Síndico Procurador OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO, igualmente se acordó que ante la ausencia del Secretario del Ayuntamiento, fungiera como tal el regidor JUAN CARLOS PASTRANA RODRÍGUEZ. También se acordó citar a los cinco integrantes del Ayuntamiento faltantes para que asistieran a la sesión extraordinaria de ese mismo día, la cual se llevaría a cabo a las dieciocho horas, ello según se indica en el acta “para un mejor funcionamiento del cabildo dado que es importante la presencia de todos los integrantes”
. Los cinco miembros ausentes del cabildo fueron: 

	Pedro Cabañas Santamaría 
	Presidente Municipal

	Roberto Joel Cruz Castro 
	Síndico Hacendario

	Mayolo Francisco Martínez Pérez
	Regidor de Obras Públicas

	Verónica Eugenia Velasco Jiménez
	Regidora de Equidad y Género

	Gerardo Antonio Mancera Jiménez
	Regidor de Ecología


89.
Al respecto, existen diversos oficios de los que se advierte que se citó a los integrantes del Ayuntamiento para dicha sesión extraordinaria que se llevaría a cabo a las dieciocho horas. Estos oficios contienen sellos de recibido el mismo treinta de marzo de dos mil once entre las doce del día y la una de la tarde, en diversas oficinas del Ayuntamiento, tales como presidencia municipal, secretaría municipal, tesorería municipal, sindicatura hacendaria, regiduría de obras públicas, regiduría de ecología y regiduría de equidad y género
. 

90. 
a) El mismo treinta de marzo de dos mil once a las dieciocho horas, se llevó a cabo la sesión extraordinaria de cabildo, nuevamente con un quórum de ocho integrantes, ya que no obstante los citatorios referidos en el inciso anterior, no asistieron cinco de los miembros integrantes del cabildo. En dicha sesión, ante la presencia de un notario público, por unanimidad de votos de los asistentes, se autorizó que la presidiera el Síndico Procurador OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO e igualmente se acordó que ante la ausencia del Secretario del Ayuntamiento, fungiera como tal el regidor JUAN CARLOS PASTRANA RODRÍGUEZ. En la citada sesión se precisó que el único asunto a tratar era el “análisis y resoluciones de los asuntos de la administración municipal”, por lo que entre otras cosas, se aprobó por unanimidad de votos de los ocho miembros del Ayuntamiento presentes, destituir al Tesorero Municipal ALFREDO AMBROCIO CRUZ y nombrar como nuevo Tesorero Municipal a MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO a quien se le tomó la protesta, ello con fundamento en el artículo 43, fracción XIX de la Ley Orgánica Municipal. Esta acta de cabildo está firmada por los ocho integrantes del ayuntamiento que estuvieron presentes
.

91. 
b) El seis de abril a las diez de la mañana, se celebró sesión ordinaria de cabildo iniciando con un quórum de los trece integrantes del Ayuntamiento, sin embargo ante la insistente petición de modificar el orden del día para incluir un punto de acuerdo relativo a la revocación del diverso acuerdo de cabildo de dos de enero pasado, en el que se designó a ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO como Síndico Hacendario, el Presidente Municipal junto con cuatro concejales y el Secretario Municipal se retiraron a las diez horas con cincuenta minutos. El Síndico Procurador OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO, los exhortó para que no se retiraran dado que la sesión estaba instalada y ante la negativa de aquéllos, se precisó que con fundamento en el artículo 53 de la Ley Orgánica Municipal y al no estar previsto en la ley lo relativo al abandono de una sesión por parte del Presidente Municipal, se habilitaba a un Regidor para que fungiera como Secretario y que la sesión se presidiría por el Síndico Procurador. En el acta se indica que se suscitaron actos de violencia por lo que se decretó un receso y se convocó para la continuación de la sesión a las veintiún horas del mismo día. Al reanudarse la sesión con un quórum de ocho integrantes del Ayuntamiento, se aprobó lo siguiente por unanimidad de votos de los asistentes: 1.- Revocar el acuerdo de cabildo de dos de enero pasado, en lo relativo a la asignación de ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO como Síndico Hacendario; 2.- Se designó como Síndico Hacendario a ADRIANA LUCÍA CRUZ CARRERA; 3.- Se reasignó a ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO como Regidor de Seguridad Pública; 4.- Se ordenó realizar los trámites de acreditación correspondientes ante las instancias respectivas; 5.- Se nombró como nuevo Secretario Municipal a ROGELIO DAVID SILVA OCHOA y se le tomó protesta
.     

92. 
De estos antecedentes del caso se puede advertir que en el Ayuntamiento existe un conflicto interno, lo cual, no puede ser materia de análisis de la presente controversia constitucional, pues ello no es la finalidad de este medio de control; sin embargo, sobre lo que si debe pronunciarse esta Primera Sala en este apartado, es sobre si fue legal o no el acuerdo de cabildo de seis de abril de dos mil once, en el que con un quórum de ocho integrantes del mismo, se revocó el diverso acuerdo de cabildo de dos de enero pasado, en lo relativo a la asignación de ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO como Síndico Hacendario, designándose como Síndico Hacendario a ADRIANA LUCÍA CRUZ CARRERA y reasignándose a ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO como Regidor de Seguridad Pública. Ello en virtud de que se encuentra expresamente cuestionada la calidad de ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO como Síndico Hacendario al momento de la promoción de la demanda de controversia constitucional, esto es, el catorce de abril de dos mil once, pues de estimarse que dicha persona en el momento de la presentación de la demanda ya no ostentaba el cargo de Síndico Hacendario, la controversia constitucional tendría que sobreseerse por falta de representación del funcionario que suscribió la demanda en representación del Municipio actor.   

93.
De la lectura del acta de cabildo de la sesión de seis de abril de dos mil once se advierte que las razones de la revocación del diverso acuerdo de cabildo de dos de enero pasado son, que con fundamento en los artículos 253 y 17 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Oaxaca y 30 de la Ley Orgánica Municipal del Estado
, el marco normativo otorga prelación en la planilla ganadora, por lo que de la interpretación de dichos preceptos y siguiendo el orden de la planilla ganadora, se advierte que los lugares dos y tres de la misma debieron haber sido asignados a los Síndicos, dada la relevancia de esos cargos. En el caso, el señor ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO ocupaba el lugar número nueve de la planilla ganadora, mientras que ADRIANA LUCÍA CRUZ CARRERA ocupaba el lugar número tres, por lo que se propuso la revocación del acuerdo de dos de enero de dos mil once, para dar un exacto cumplimiento a las leyes aplicables.  

94.
El acuerdo de cabildo de seis de abril de dos mil once, en la medida en que se trata de un acto que no trasciende de manera inmediata a la esfera jurídica de los particulares, requiere de un estándar de revisión para efectos del principio de legalidad diferente estándar tradicional, que exige la cita exacta de los preceptos legales aplicables, el señalamiento preciso de las razones tomadas en cuenta para la emisión del acto y una relación de adecuación entre ambos.

95. 
En efecto, tratándose de actos entre ámbitos internos de gobierno que no trascienden a la esfera jurídica de los particulares, el Pleno de este Alto Tribunal ha señalado en la jurisprudencia P./J. 50/2000
, que la garantía de fundamentación se satisface con la existencia de una norma legal que atribuya a favor de la autoridad, de manera nítida, la facultad para actuar en determinado sentido, así como mediante el despliegue de la actuación de esa misma autoridad en la forma precisa y exacta en que lo disponga la ley; mientras que la motivación, se cumple con la existencia constatada de los antecedentes fácticos o circunstancias de hecho que permitan colegir con claridad que sí procedía aplicar la norma correspondiente.
96.
Por tanto, el examen que debe emprender esta Sala es determinar si existe una norma legal que atribuya al Cabildo la facultad de revocar las determinaciones acordadas por él mismo en otras sesiones y de ser así, en qué condiciones podrá hacerlo. 
97.
El punto de partida obligado para determinar si el acuerdo tomado en la sesión de cabildo de seis de abril —por unanimidad de ocho votos de sus integrantes presentes— se apega al principio de legalidad, es el fundamento que invoca la propia acta de sesión de dicha fecha, a saber el artículo 53 de la Ley Orgánica Municipal que indica que para todo lo no previsto sobre el funcionamiento del cabildo, se estará a lo que dispongan los reglamentos municipales o los acuerdos del Ayuntamiento. En este tenor, de una revisión del marco normativo legal se advierte que no existe una disposición específica que indique cómo deberá procederse en los casos en que ciertos miembros del cabildo abandonen una sesión, por lo que en principio es dable concluir que efectivamente este artículo 53 citado, podía aplicarse a efecto de determinar que el Síndico Procurador presidiera la sesión y que un Regidor fungiera como Secretario
. 
98.
Asimismo, en la mencionada acta de sesión se precisa que las razones de la revocación del diverso acuerdo de cabildo de dos de enero tienen fundamento en los artículos 253 y 17 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Oaxaca y 30 de la Ley Orgánica Municipal del Estado y que de una interpretación de ellos junto con la planilla ganadora, se advirtió que los lugares dos y tres de la misma debieron asignarse a los Síndicos, dada la relevancia de esos cargos. Se precisa que dado que el señor ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO ocupaba el lugar número nueve de la planilla ganadora, mientras que ADRIANA LUCÍA CRUZ CARRERA ocupaba el lugar número tres, debía revocarse el citado acuerdo de dos de enero de dos mil once, para dar un exacto cumplimiento a las leyes aplicables y hacer una reasignación de las regidurías. 

99.
En principio cabe señalar que el artículo 47 de la Ley Orgánica Municipal establece que los acuerdos de sesión de Cabildo se tomarán por mayoría simple o calificada de sus integrantes, entendiéndose por mayoría simple, la votación de la mitad mas uno de los miembros del Ayuntamiento (ocho votos) y, por mayoría calificada la votación de las dos terceras partes de los integrantes del Ayuntamiento (nueve votos). En su fracción VII se precisa que se requiere el voto de la mayoría calificada para aprobar el cambio de titular de una regiduría; y en el párrafo final del artículo se prevé que el Ayuntamiento no podrá revocar sus acuerdos, salvo en aquéllos casos en que se hayan dictado en contravención a la ley o al interés público
. Por su parte, los artículos 253 y 17 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Oaxaca y 30 de la Ley Orgánica Municipal del Estado, citados como fundamento para la revocación del acuerdo de cabildo de dos de enero de dos mil once, en lo relativo a la asignación de la Sindicatura de Hacienda,  indican: 
“Artículo 253.

En los términos de la Ley Municipal, en la primera sesión de cabildo, a la planilla ganadora le serán reconocidos el Presidente Municipal, el Síndico o los Síndicos y la Regiduría de Hacienda. Las restantes comisiones serán asignadas entre los demás Concejales por acuerdo de cabildo, ya sean de mayoría relativa o de representación proporcional”.

“Artículo 17.

1. Los Ayuntamientos serán asambleas electas cada tres años, mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo de los ciudadanos de cada Municipio, y se integrarán de la siguiente forma:

I. Un Presidente Municipal, que será el candidato que ocupe el primer lugar de la lista de Concejales registrada ante el Instituto, quien representará al Ayuntamiento en el orden político y lo dirigirá en lo administrativo;

II. Un Síndico, si el municipio tiene menos de 20 mil habitantes y dos si se tiene más de este número. El o los Síndicos tendrán la representación legal del Ayuntamiento;

III. En los municipios que tengan de 100 mil a 300 mil habitantes, el Ayuntamiento se integrará hasta con once Concejales electos por el principio de mayoría relativa y hasta cinco regidores electos por el principio de representación proporcional. Si los Municipios se exceden de esa última cantidad, los Ayuntamientos se integrarán hasta con quince Concejales electos por el principio de mayoría relativa y hasta siete Regidores electos por el principio de representación proporcional;

IV. En los Municipios que tengan de 50 mil a 100 mil habitantes, el Ayuntamiento se integrará hasta con nueve Concejales electos por el principio de mayoría relativa, y hasta 4 Regidores electos por el principio de representación proporcional;

V. En los Municipios que tengan de 15 mil a 50 mil habitantes, el Ayuntamiento se integrará hasta con siete Concejales electos por el principio de mayoría relativa, y hasta tres Regidores electos por el principio de representación proporcional;

VI. En los Municipios que tengan menos de 15 mil habitantes, el Ayuntamiento se integrará hasta con cinco Concejales electos por el principio de mayoría relativa y hasta dos Regidores electos por el principio de representación proporcional.

2. Los Concejales que integren los Ayuntamientos a que se refieren las fracciones anteriores, tomarán posesión el primero de enero del año siguiente al de su elección y durarán en su encargo tres años.

3. Para la integración de los Ayuntamientos en aquellos Municipios que la elección de sus autoridades se realice por el régimen de usos y costumbres, se respetarán sus prácticas y tradiciones, con arreglo a lo dispuesto en la Constitución Particular y en este Código.

“Artículo 30.- El Ayuntamiento estará integrado por el Presidente Municipal y el número de Síndicos y Regidores que señale el Código de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales de Oaxaca”.

100.
Pues bien, de lo anterior esta Primera Sala estima que aún concediendo que el cabildo pudiera haber considerado que de la interpretación de los artículos 253, 17 y 30 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales y de la Ley Orgánica Municipal, ambos del Estado de Oaxaca, junto con la planilla ganadora se pudo haber generado una posible contravención a la ley que justificaba la revocación del citado acuerdo de dos de enero de dos mil once, para dar un exacto cumplimiento a las leyes aplicables, reasignando la Sindicatura Hacendaria a ADRIANA LUCÍA CRUZ CARRERA quien ocupaba el lugar número tres de la planilla y la Regiduría de Seguridad Pública a ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO quien ocupaba el lugar número nueve de la planilla, lo cierto es que el artículo 47, fracción VII de la Ley Orgánica Municipal, prevé que para aprobar el cambio de titular de una regiduría se requiere el voto de la mayoría calificada de los integrantes del ayuntamiento, y esta condición no se cumplió. 
101.
En efecto, el Ayuntamiento de Santa Lucía del Camino se integra por trece concejales de los cuáles, únicamente ocho asistieron a la sesión de seis de abril de dos mil once, los cuales si bien integraban quórum en términos de lo previsto por el artículo 48 de la Ley Orgánica Municipal —ya que el quórum para que las sesiones sean válidas se integra con la mitad más uno de los integrantes del Ayuntamiento, esto es con ocho integrantes
—,  no alcanzaron la mayoría calificada de votos exigida por el artículo 47, fracción VII del citado ordenamiento para aprobar el cambio de titular de una regiduría, pues esta mayoría calificada son las dos terceras partes de los integrantes del Ayuntamiento, es decir, se requería el voto de nueve de los integrantes del mismo. 
102.
De este modo, esta Primera Sala concluye que el acuerdo tomado en la sesión de cabildo de seis de abril de dos mil once, en el que se revocó el diverso acuerdo de cabildo de dos de enero pasado relativo a la asignación de la Sindicatura de Hacienda a ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO, no fue legal dado que no se alcanzó la votación legal requerida de mayoría calificada de los integrantes del Ayuntamiento. Por lo tanto, es claro que el acuerdo de cabildo de dos de enero de dos mil once en el que se asignó la Sindicatura Hacendaria a ROBERTO JOEL CRUZ CASTRO, sigue siendo válido y por tanto, dicha persona ostenta el carácter de Síndico Municipal, por lo que efectivamente, tal como ya se había precisado, tiene la representación del Ayuntamiento actor para promover la presente controversia constitucional.

VII. LEGITIMACIÓN PASIVA.

103.
En el auto admisorio de quince de abril de dos mil once, el Ministro tuvo como autoridades demandadas a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Oaxaca, así como a la Auditoría Superior del Estado —en virtud de que se le atribuyeron hechos propios— y se les requirió para que dentro del plazo de treinta días hábiles rindieran su contestación a la demanda
.

104.
Poder Legislativo local. Por este Poder, comparece el Diputado Martín de Jesús Vásquez Villanueva, en su carácter de Presidente de la Junta de Coordinación Política de la Sexagésima Primera Legislatura del Estado, personalidad que acreditó con copias certificadas del acta de la sesión de instalación de la Junta de Coordinación Política y del acta ordinaria del primer periodo ordinario de sesiones del primer año de ejercicio legal de la Sexagésima Primera Legislatura de la Entidad, ambas de dieciocho de  noviembre de dos mil diez, de las que se advierte que fue electo y tomó protesta como Presidente de la Junta de Coordinación Política
.    

105.
Al respecto, el artículo 40 Bis, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Oaxaca establece, entre otras cosas, que la representación legal del Congreso la tiene el Presidente de la Junta de Coordinación Política, por lo tanto se concluye que el diputado Presidente de la Junta de Coordinación Política que contesta la demanda, goza de la representación legal del Congreso local y cuenta con la debida legitimación procesal para representar en este medio de control constitucional al Poder Legislativo local
.
106.
Poder Ejecutivo local. Por el Poder Ejecutivo compareció Víctor Hugo Alejo Torres, quien se ostentó como Consejero Jurídico del Gobierno del Estado de Oaxaca, carácter que acredita con la copia certificada de su nombramiento de fecha primero de diciembre de dos mil diez expedido por el Gobernador Constitucional de la Entidad
. 

107.
Ahora, de conformidad con el artículo 66 de la Constitución local, el Poder Ejecutivo del Estado se ejerce por el Gobernador del Estado; a su vez el diverso artículo 98 Bis de la citada norma
, dispone que la función del Consejero Jurídico estará a cargo de la dependencia del Ejecutivo que para tal efecto establezca la Ley, el cual ejercerá la representación jurídica del Estado, del Titular del Poder Ejecutivo y de la Gubernatura, en los términos que señala la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado.

108.
Así, el artículo 39 de la citada Ley Orgánica
 dispone que corresponde a la Consejería Jurídica del Gobierno del Estado, representar legalmente al Estado de Oaxaca y al Titular del Poder Ejecutivo local en todo juicio, proceso o procedimiento en que sean parte, sin perjuicio de que en su caso, el Gobernador del Estado asuma por sí mismo la intervención que en dichos actos le corresponde, por lo que dicho funcionario cuenta con legitimación procesal para comparecer en el presente juicio en representación del Poder Ejecutivo local.
109.
Auditoría Superior del Estado de Oaxaca. Por esta dependencia compareció Sergio Eduardo Franco Salcedo quien se ostentó como Director de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Auditoría Superior del Estado de Oaxaca, en representación de la Auditora Superior del Estado, sin embargo dicho carácter no lo acreditó con ningún documento
. No obstante ello, esta Primera Sala estima que es el caso presumir la personalidad de dicho funcionario ya que este hecho no fue controvertido por ninguna de las partes. Además, si bien, de conformidad con el artículo 79 de la Ley de Fiscalización Superior del Estado de Oaxaca, corresponde al Auditor Superior del Estado representar legalmente a la Auditoría Superior local ante las autoridades judiciales, contestar demandas y actuar en defensa de los intereses jurídicos de dicha dependencia —entre otras—, lo cierto es que de conformidad con el último párrafo de este precepto, esta atribución no es de ejercicio directo del Auditor y por tanto, puede ser delegada. Por lo tanto, se concluye que el citado funcionario cuenta con la debida legitimación procesal para representar en este medio de control constitucional a la Auditoría Superior del Estado de Oaxaca
.

VIII. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA.

110.
No existiendo otro motivo de improcedencia planteado por las partes  adicional a los ya desestimados, ni advertido de oficio por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se procede al estudio del fondo del asunto.
IX. ESTUDIO DE FONDO.

111.
De conformidad con lo precisado en el apartado previo de existencia de los actos impugnados, por lo que se refiere a los actos que se impugnan en la ampliación de la demanda consistentes en la omisión de resolver respecto de la entrega de las participaciones y recursos financieros por conducto del Tesorero Municipal legalmente autorizado para ello y a que se ha realizado una entrega indebida de las participaciones correspondientes al ramo 28 y las aportaciones del ramo 33, fondos III y IV del Presupuesto de Egresos de la Federación, a dos personas carentes de facultades para recibir tales recursos económicos, como lo son OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Procurador) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda), esta Primera Sala estima que su impugnación es infundada por los siguientes motivos. 

112.
Si bien, como ya lo precisamos en los antecedentes de este caso, en la primera sesión ordinaria de cabildo celebrada el dos de enero de dos mil once —según se advierte de la copia certificada del acta de dicha sesión—, se designó como Tesorero Municipal al señor ALFREDO AMBROCIO CRUZ y se le tomó protesta
; posteriormente en la sesión extraordinaria de cabildo celebrada el treinta de marzo de dos mil once a las dieciocho horas, en la que hubo un quórum de ocho integrantes del Ayuntamiento —no obstante los citatorios que se realizaron a los restantes cinco integrantes del Ayuntamiento para que asistieran—, ante la presencia de un notario público, por unanimidad de votos de los ocho asistentes se aprobó la destitución del Tesorero Municipal ALFREDO AMBROCIO CRUZ y se nombró como nuevo Tesorero Municipal a MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO a quien se le tomó la protesta, ello con fundamento en el artículo 43, fracción XIX de la Ley Orgánica Municipal
. En dicha acta se precisaron como razones de esta decisión esencialmente que
: 

“… en virtud de que el ciudadano tesorero no se encuentra presente en la sesión, a pesar de habérsele notificado formalmente y toda vez que dicho servidor público no ha cumplido cabalmente hasta la fecha con sus obligaciones que le impone el artículo 95 de la Ley Orgánica Municipal, como son la elaboración de los estados financieros, la presentación con toda oportunidad del presupuesto de egresos, no haber realizado cortes de caja que comprenden la balanza de comprobación, el balance general y resultados del ejercicio presupuestario de ingresos y egresos, y por haber ejercido hasta la fecha el presupuesto de egresos y pagos por sí mismo, o mancomunadamente con el Presidente Municipal, sin que el ayuntamiento haya aprobado la forma de cómo ejercerlos. Por dichas circunstancias y otras más, el servidor público de referencia incurre en responsabilidad y es causa grave para su separación del cargo y por ello solicito se apruebe en este momento la destitución del citado servidor público, con fundamento en lo dispuesto por la fracción XIX del artículo 43 de la Ley Orgánica Municipal; asimismo y para no dejar acéfala tan importante dependencia, proponga en esta sesión el nombramiento de un nuevo tesorero …”   

113.
Ahora bien, esta Primera Sala estima que este acuerdo de cabildo fue tomado legalmente por los siguientes motivos: 

114. 
a) Existió el quórum legal exigido para sesionar, tal como lo prevé el artículo 48 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca, que es de la mitad más uno de los integrantes del Ayuntamiento, esto es, ocho munícipes. 

115. 
b) Se trató de una sesión extraordinaria de las previstas en la fracción II del artículo 46 del citado ordenamiento legal, en la que el único asunto a tratar fue el “análisis y resoluciones de los asuntos de la administración municipal” —según se indica en la propia acta de dicha sesión
—, en la que se acordó la remoción del Tesorero ALFREDO AMBROCIO CRUZ.

116. 
c) El Ayuntamiento tiene facultades para aprobar la remoción del Tesorero Municipal de conformidad con el artículo 43, fracción XIX de la Ley  Orgánica  Municipal del  Estado
 y para que dicho  acuerdo sea válido  únicamente se  requiere una  votación de mayoría simple —según lo dispone el artículo 47 del citado ordenamiento—, es decir, de la mitad mas uno de los miembros del Ayuntamiento, esto es, ocho votos.

117.
Conforme a lo anterior, esta Primera Sala estima que dicho acuerdo de cabildo sobre la remoción del Tesorero Municipal ALFREDO AMBROCIO CRUZ y el consecuente nombramiento en dicho cargo del señor MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO, fue correcto ya que se llevó a cabo conforme a las disposiciones del marco legal local aplicable para los actos del cabildo.
118.
Ahora bien, de conformidad con el artículo 93 de la Ley Orgánica Municipal del Estado, la tesorería municipal es el órgano de recaudación de los ingresos municipales, responsable de realizar las erogaciones que haga el Ayuntamiento y está a cargo del Tesorero Municipal. Asimismo, la fracción II del artículo 95 del mismo ordenamiento legal, señala expresamente que corresponde al Tesorero Municipal, entre otras funciones, cobrar “las participaciones que por ley le correspondan en rendimiento de impuestos federales y estatales”
. Así entonces, el Tesorero Municipal es el funcionario del Ayuntamiento encargado de cobrar los recursos federales que corresponden al Municipio. 
119.
En este sentido, el Gobierno del Estado de Oaxaca debe entregar las participaciones que corresponden al Municipio actor por conducto de los funcionarios legales facultados para recibirlas, esto es, por conducto del Tesorero Municipal designado legalmente por el Ayuntamiento. 

120.
En el caso, el Municipio actor se queja de la omisión de resolver respecto de la entrega de las participaciones y recursos financieros por conducto de la persona que se encuentra legalmente autorizada para ello, como lo es el Tesorero Municipal ALFREDO AMBROCIO CRUZ, y de la supuesta entrega indebida de dichos recursos “a dos personas carentes de facultades para recibir tales recursos económicos, como lo son OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Procurador) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda)”. 

121.
Al respecto conviene recordar que el Consejero Jurídico del Gobierno del Estado de Oaxaca, al contestar la demanda manifestó que los recursos que corresponden al Municipio actor se han entregado en tiempo y forma a través de las personas legalmente facultadas para recibirlos y que, en todo caso, no le corresponde al Ejecutivo local resolver quien es la persona legalmente autorizada para recibirlos ya que únicamente debe ceñirse a los acuerdos adoptados y aprobados por el cabildo.

122.
Pues bien, lo procedente ahora es analizar los recibos de pago ofrecidos por la autoridad gubernamental demandada al contestar la demanda, a efecto de determinar si los recursos federales han sido entregados correctamente o no al Municipio actor. Del análisis de dichas constancias, esta Primera Sala advierte que los pagos de dichos recursos se han hecho al Municipio actor de la siguiente manera: 

	Fecha de la constancia

	Concepto
	Página del expediente

	03 enero 2011
	Recibo correspondiente al fondo para la  infraestructura social del mes de enero de 2011, firmado por Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Edgar A. Ortiz (Regidor de Hacienda), Alfredo Ambrocio Cruz (Tesorero Municipal) y el Presidente Municipal.
	565

	14 enero 2011
	Recibo correspondiente a participaciones federales de la primera quincena del mes de enero de 2011 firmado por Pedro Cabañas Santamaría (Presidente Municipal), Roberto Joel Cruz Castro (Síndico Municipal) y Alfredo Ambrocio Cruz (Tesorero Municipal).
	551

	31 enero 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales de la segunda quincena de enero de 2011, firmado por Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Edgar A. Ortiz (Regidor de Hacienda) y Alfredo Ambrocio Cruz (Tesorero Municipal).
	550

	03 febrero 2011
	Recibo correspondiente al fondo de aportaciones del mes de enero 2011, 4 firmas 3 con nombres Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Edgar A. Ortiz (Regidor de Hacienda) y Alfredo Ambrocio Cruz (Tesorero Municipal).
	569

	15 febrero 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales de la primera quincena de febrero de 2011, sólo obran firmas sin nombres.
	548

	28 febrero 2011
	Recibo correspondiente a participaciones federales de la segunda quincena de febrero de 2011, sólo obran firmas sin nombres.
	549

	28 febrero 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales del mes de enero de 2011 y complemento de diciembre de 2010, sólo obran firmas sin nombres.
	554

	28 febrero 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales del mes de noviembre 2010 sólo obran firmas sin nombres.
	559

	03 marzo 2011
	Recibo correspondiente al tercer ajuste cuatrimestral 2010 de participaciones municipales, sólo obran firmas sin nombres.
	561

	03 marzo 2011
	Recibo correspondiente a diferencias del fondo de infraestructura del mes de enero de 2011, sólo obran firmas sin nombres.
	564

	03 marzo 2011
	Recibo correspondiente al fondo de aportaciones del mes de febrero de 2011, sólo obran firmas sin nombres.
	568

	15 marzo 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales del mes de diciembre de 2010, firmado por Alfredo Ambrocio Cruz (Tesorero Municipal) y obran 2 firmas sin nombres. 
	558

	15 marzo 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales de la primera quincena de marzo de 2011, firmado por Alfredo Ambrocio Cruz (Tesorero Municipal) y obran 2 firmas sin nombres.
	547

	31 marzo 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales de la segunda quincena de marzo de 2011, sólo obran firmas sin nombres.
	546

	31 marzo 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales del mes de febrero de 2011 sólo obran firmas sin nombres.
	553

	05 abril 2011
	Recibo correspondiente al fondo de aportaciones del mes de marzo de 2011, tres firmas y un solo nombre Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal).
	567

	05 abril 2011
	Recibo correspondiente al fondo de infraestructura del mes de marzo de 2011, firmado por Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal) y Edgar A. Ortiz Zarate (Regidor de Hacienda).
	563

	15 abril 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales del mes de enero de 2011, firmado por Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal) y Edgar A. Ortiz Zarate (Regidor de Hacienda).
	557

	15 abril 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales de la primera quincena de abril firmado por Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Edgar A. Ortiz (Regidor de Hacienda) y Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal).
	545

	29 abril 2011
	Recibo correspondiente a la segunda quincena de abril de 2011 firmado por: Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Edgar A. Ortiz (Regidor de Hacienda) y Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal).
	544

	29 abril 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales del mes de marzo de 2011, firmado por Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal) y Edgar Armando Ortiz Zarate (Regidor de Hacienda).
	552

	04 mayo 2011
	Recibo correspondiente al Fondo de Infraestructura del mes de abril de 2011, firmado por: Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal) y Edgar Armando Ortiz Zarate (Regidor de Hacienda).
	562

	04 mayo 2011
	Recibo correspondiente al fondo de aportaciones del mes de abril de 2011, tres firmas de Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal) y Edgar A. Ortiz Zarate (Regidor de Hacienda).
	566

	13 mayo 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales del mes de febrero de 2011, firmado por Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Procurador), Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal) y Edgar A. Ortiz Zarate (Regidor de Hacienda).
	556

	13 mayo 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales de la primera quincena de mayo firmado por Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Edgar A. Ortiz (Regidor de Hacienda) y Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal).
	543

	31 mayo 2011
	Recibo correspondiente a participaciones municipales de la segunda quincena de mayo de 2011. Firmado por Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Edgar Armando Ortiz Zarate (Regidor de Hacienda) y Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal).
	542

	3 junio 2011
	Recibo correspondiente al fondo de infraestructura del mes de mayo de 2011, tres firmas de Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Edgar A. Ortiz (Regidor de Hacienda) y Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal).
	327

	3 junio 2011
	Recibo correspondiente al fondo de aportaciones del mes de mayo, tres firmas de Omar Eusebio Blas Pacheco (Síndico Municipal), Edgar A. Ortiz (Regidor de Hacienda) y Miguel Hernández Santiago (Tesorero Municipal).
	330


123.
De lo anterior se advierte que los pagos de los recursos federales realizados al Municipio actor de enero a marzo de dos mil once, se realizaron por conducto del Tesorero Municipal ALFREDO AMBROCIO CRUZ, esto es del Tesorero nombrado en la primera sesión ordinaria de cabildo celebrada el dos de enero de dos mil once. Posteriormente,  a partir del mes de abril y hasta junio de dos mil once, los recursos municipales fueron entregados por conducto del Tesorero Municipal MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO, Tesorero nombrado en la sesión extraordinaria de cabildo celebrada el treinta de marzo de dos mil once, la cual como ya dijimos, fue legal.

124.
Cabe precisar que esta decisión tomada en la sesión extraordinaria de cabildo de treinta de marzo de dos mil once, se avisó a la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado mediante un oficio fecha el día siguiente, signado por ocho integrantes del Ayuntamiento, oficio que fue recibido en dicha dependencia estatal el primero de abril de dos mil once
. Así, esta Primera Sala advierte que la decisión de la Secretaria de Finanzas de pagar los recursos correspondientes al Municipio actor, a partir del mes de abril de dos mil once, por conducto del Tesorero Municipal MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO se derivó de este aviso y por ello a partir del mes de abril, los recursos municipales se entregaron al Municipio actor por conducto del nuevo Tesorero Municipal nombrado en la sesión extraordinaria de cabildo de treinta de marzo de dos mil once. 

125.
De este modo, esta Primera Sala concluye que la autoridad gubernamental demandada ha llevado a cabo el pago de los recursos municipales de manera legal ya que, a partir del mes de abril de dos mil once, los ha entregado por conducto del Tesorero Municipal MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO, Tesorero nombrado legalmente por el Ayuntamiento en la sesión extraordinaria de treinta de marzo de dos mil once. Esto independientemente de que los recibos de pago también estén firmados por OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO (Síndico Procurador) y EDGAR ARMANDO ORTIZ ZÁRATE (Regidor de Hacienda), pues ello es intrascendente ya que en todas las constancias de recepción de recursos aparece la firma de recibido también del Tesorero Municipal MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO, por lo que resulta incorrecta la afirmación del actor en el sentido de que los recursos se hayan entregado a personas carentes de facultades para recibir los recursos, pues como se ha precisado, el Tesorero municipal es el funcionario facultado para cobrar los recursos municipales. 

126.
Por lo tanto, esta Primera Sala estima que la autoridad gubernamental del Estado de Oaxaca sí ha entregado los recursos públicos financieros que reclama el Municipio actor por conducto del funcionario legalmente facultado para ello, esto es, por conducto del Tesorero Municipal MIGUEL HERNÁNDEZ SANTIAGO, por lo que resulta infundado el reclamo del Municipio actor, ya que la autoridad demandada no ha omitido entregar los recursos económicos correspondientes al Municipio actor y, además los ha entregado por conducto de la persona facultada para recibirlos, esto es el Tesorero Municipal. Cabe precisar que en todo caso, el manejo, destino y aplicación que se haya dado a los recursos será una cuestión que debe ser revisada en el procedimiento de fiscalización de la cuenta pública del municipio actor correspondiente a cargo de las autoridades facultadas para ello.  
127.
Finalmente conviene reiterar que, en cuanto a la existencia del conflicto interno municipal entre los integrantes del Ayuntamiento, ello no es una cuestión propia de la resolución de este tipo de medio de control constitucional, por lo que esta Primera Sala no hará ningún pronunciamiento al respecto. 

128. 
Por lo expuesto y fundado, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

RESUELVE:

PRIMERO.- Es parcialmente procedente pero infundada la presente controversia constitucional. 

SEGUNDO.- Se sobresee en la presente controversia constitucional respecto de los actos impugnados en la demanda de controversia constitucional y su ampliación en términos del apartado IV de la presente sentencia denominado EXISTENCIA DE LOS ACTOS IMPUGNADOS. 

TERCERO.- Se sobresee en la presente controversia constitucional respecto de la impugnación del artículo 59 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca en términos del apartado V de la presente sentencia denominado OPORTUNIDAD. 

CUARTO.- El Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca no ha incurrido en la omisión de entrega de las participaciones y recursos financieros que corresponden al Municipio actor, ya que dichos recursos los ha entregado por conducto del funcionario legalmente facultado para recibirlos.

Notifíquese; por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: José Ramón Cossío Díaz (ponente), Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Arturo Zaldívar Lelo De Larrea quien se reserva el derecho de formular voto concurrente. En contra los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia

Firman el Ministro Presidente de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA 

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA

PONENTE

MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ

SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES

� Por oficio recibido el catorce de abril de dos mil once en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� Este auto obra a foja 40 del expediente principal.


� Este auto admisorio obra  a fojas de la 41 a la 43 del expediente principal.  No se reconoció el carácter de demandados a la Secretaría de Finanzas ni a las Comisiones Permanentes de Gobernación y Vigilancia del Congreso del Estado, por  tratarse de órganos subordinados de los Poderes Ejecutivo y Legislativo locales. En este auto se ordenó formar el cuaderno incidental para el pronunciamiento de la suspensión. Mediante auto de la misma fecha el Ministro instructor concedió la suspensión a fin de preservar la materia del juicio, señalando que en lo que respecta a la “suspensión” del Ayuntamiento y la consecuente separación de sus integrantes, no se ejecutara la resolución hasta en tanto se resuelva el fondo de la controversia constitucional, sin perjuicio de que el Congreso Local pueda seguir instruyendo el procedimiento relativo. Asimismo, se concedió la medida cautelar para el Secretario de Finanzas del Gobierno del Estado no ejecute ninguna orden o acuerdo que tenga como finalidad la retención de los recursos que legalmente le corresponden al Municipio actor, debiendo seguir entregando éstos por conducto de la persona o personas que legalmente estén facultadas para recibirlos (Pág. 45 a 48 del tomo del Incidente de Suspensión derivado de la presente controversia constitucional).    


� Este informe obra a fojas de la 120 a 126 del expediente principal.


� Este informe obra a fojas de la 472 a la 493.


� Este informe obra a foja 88 del expediente.


� Págs. 587 a 602 del expediente. 


� Este auto obra a fojas de la 709 a la 714 del expediente. En este auto el ministro instructor precisó que la admisión de la ampliación a la demanda la hacía sin perjuicio de lo que el Alto Tribunal pudiera resolver al momento de dictar sentencia respecto de la legitimación, oportunidad o procedencia de la impugnación. 


� Págs. 732 a 748 del expediente.


� Existen dos opiniones de la Procuraduría General de la República, ello en virtud de que en uno se refirió a la demanda inicial y en el otro a la ampliación de esta. Estos documentos obran a fojas 684 a 698 y 830 a 842 del expediente principal. 


� Foja 955 del expediente. 


� Conviene recordar que por acuerdo de siete de julio de dos once, el Ministro instructor admitió la ampliación de demanda formulada por el Municipio actor teniendo a los actos impugnados como hechos nuevos, pero sin perjuicio de lo que pudiera decirse al dictar sentencia, respecto de la legitimación del promovente, oportunidad en la presentación del escrito relativo o procedencia del mismo (págs. 709 a 714 del expediente).


� “Artículo 20.- El sobreseimiento procederá en los casos siguientes:


(…)


III.- Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe la norma o acto materia de la controversia, o cuando no se probare la existencia de ese último; y…”


� “Artículo 20.- El sobreseimiento procederá en los casos siguientes:


(…)


III.- Cuando de las constancias de autos apareciere claramente demostrado que no existe la norma o acto materia de la controversia, o cuando no se probare la existencia de ese último; y…”


� “ARTÍCULO 59.- En el caso de desaparición de un ayuntamiento, se podrá decretar la suspensión provisional de éste ante una situación de violencia grave, un vacío de autoridad o estado de ingobernabilidad. La suspensión provisional se acordará por el Congreso con el voto aprobatorio de las dos terceras partes de sus integrantes, durará hasta en tanto no se emita la resolución definitiva del caso; podrá nombrarse por el propio Congreso un encargado del Municipio, que ejercerá sus funciones hasta que se emita la referida resolución. Antes de emitir esta medida cautelar el Congreso dará oportunidad al Ayuntamiento o su representante de ser oídos y exponer lo que a su derecho proceda”.


� "ARTÍCULO 21.- El plazo para la interposición de la demanda será:


I.- Tratándose de actos, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la Ley del propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos;


II.- Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia; y…”


� Novena Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo: V, mayo de 1997, página 474, que a la letra dice: “CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. OPORTUNIDAD PARA PROMOVERLAS CUANDO SE IMPUGNEN NORMAS GENERALES. De conformidad con lo dispuesto en la fracción II del artículo 21 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la impugnación de normas generales en la vía de controversia constitucional, puede llevarse a cabo en dos momentos distintos: 1) Dentro del plazo de treinta días, contado a partir del día siguiente de su publicación; y, 2) Dentro del plazo de treinta días, contado a partir del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma controvertida. Con base en la citada disposición legal, los órganos de poder legitimados para intentar una controversia constitucional, gozan de una doble oportunidad para cuestionar la constitucionalidad de una norma de carácter general, ya que pueden hacerlo con motivo de su publicación, o del primer acto de aplicación en perjuicio del órgano demandante; de esto se sigue que, en el primer caso, si esta Suprema Corte de Justicia decretara el sobreseimiento por la improcedencia de la controversia constitucional, fundada en que se promovió fuera del plazo de treinta días posteriores a la publicación de la norma general respectiva, aquel mismo órgano de poder estaría en aptitud jurídica de ejercer válidamente, con posterioridad, la acción de controversia constitucional para impugnar la referida norma, si lo hiciera con motivo del primer acto de aplicación”.


� En la foja 19 vuelta aparece impreso el sello de la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� Cabe señalar que en este mismo sentido existen varios precedentes de esta Primera Sala, por ejemplo: las controversias constitucionales 2/2007 y 3/2007 bajo la ponencia de la señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas; controversias constitucionales 42/2008 y 75/2008 bajo la ponencia del señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo; y controversias constitucionales 68/2009 y 19/2010 bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, entre otras.


� “Artículo 27. El actor podrá ampliar su demanda dentro de los quince días siguientes al de la contestación si en esta última apareciere un hecho nuevo, o hasta antes de la fecha de cierre de la instrucción si apareciere un hecho superveniente. La ampliación de la demanda y su contestación se tramitarán conforme a lo previsto para la demanda y contestación originales”.


� Así los ha entendido esta Suprema Corte en la tesis P./J. 139/2000 de rubro y texto: CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. HECHO NUEVO Y HECHO SUPERVENIENTE PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DE LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal, la ampliación de la demanda de controversia constitucional constituye un derecho procesal, del cual la parte actora puede hacer uso cuando se actualice cualquiera de las siguientes dos hipótesis, a saber: la primera, dentro del plazo de quince días siguientes a la presentación de la contestación de la demanda, si en ésta apareciere un hecho nuevo; y, la segunda, hasta antes de la fecha del cierre de la instrucción si apareciere un hecho superveniente. Ahora bien, para determinar la oportunidad en que debe hacerse valer la referida ampliación, debe tomarse en consideración la distinción entre el hecho nuevo y el superveniente, pues mientras el primero es aquel respecto del cual la parte actora tiene conocimiento de su existencia con motivo de la contestación de la demanda, con independencia del momento en que nace, el hecho superveniente es aquel que se genera o acontece con posterioridad a la presentación de la demanda de controversia constitucional, pero antes del cierre de instrucción. De ahí que tratándose de hechos nuevos deba determinarse cuándo tuvo conocimiento de ellos la parte actora, en tanto que si se trata de hechos supervenientes deba definirse cuándo tuvieron lugar”.


Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, página 994, Diciembre de 200, Registro: 190,693, Tesis: P./J. 139/2000.


� Como se advierte del sello plasmado al reverso de la foja 493 de autos. 


� Página 582 vuelta de autos.


� Como se advierte del sello plasmado al reverso de la página 602 de autos.


� Página 20 del expediente.


� Página 22 del expediente.


� Página 30 del expediente.


� “ARTÍCULO 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. (...)”


� “Artículo 71.- Los Síndicos serán representantes jurídicos del Municipio y responsables de vigilar la debida administración del erario público y patrimonio municipal, con las siguientes atribuciones:


I.- Procurar, defender y promover los intereses municipales, presentar denuncias y querellas, representar jurídicamente al Municipio en los litigios en que éstos fueren parte, y en la gestión de los negocios de la hacienda municipal;


…”


� Copia certificada de esta acta obra a fojas 20 y siguientes del expediente. De ella se advierte que dicha sesión inició con un quórum de 13 integrantes del Ayuntamiento, aun cuando el acta sólo aparece firmada por 9 de ellos. Al respecto cabe precisar que el Ayuntamiento de Santa Lucía del Camino se integra por 13 concejales y que el artículo 48 de la Ley Orgánica Municipal indica que para que las sesiones de Cabildo sean válidas, se requiere un quórum de la mitad más uno de los integrantes del Ayuntamiento, esto es, ocho integrantes.


� Página 91 del expediente. 


� Estos oficios obra a fojas 165 a 172 de la diversa controversia constitucional 55/2011 la cual está relacionada con la presente controversia, dado que el actor es el mismo Municipio de Santa Lucía del Camino y por ello, se cita como hecho notorio su existencia.


� Página 106 del expediente.


� Estos oficios obran a fojas 173 a 186 de los autos de la diversa controversia constitucional 55/2011 la cual está relacionada con la presente controversia, dado que el actor es el mismo Municipio de Santa Lucía del Camino y por ello, se cita como hecho notorio su existencia.


� Páginas 507  y siguientes del expediente principal.


� Copia certificada de esta acta de cabildo de 06 de abril de dos mil once obra a fojas 522 a 539 de autos. 


� Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Oaxaca: 


“Artículo 253.


En los términos de la Ley Municipal, en la primera sesión de cabildo, a la planilla ganadora le serán reconocidos el Presidente Municipal, el Síndico o los Síndicos y la Regiduría de Hacienda. Las restantes comisiones serán asignadas entre los demás Concejales por acuerdo de cabildo, ya sean de mayoría relativa o de representación proporcional”.





“Artículo 17.


1. Los Ayuntamientos serán asambleas electas cada tres años, mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo de los ciudadanos de cada Municipio, y se integrarán de la siguiente forma:


I. Un Presidente Municipal, que será el candidato que ocupe el primer lugar de la lista de Concejales registrada ante el Instituto, quien representará al Ayuntamiento en el orden político y lo dirigirá en lo administrativo;


II. Un Síndico, si el municipio tiene menos de 20 mil habitantes y dos si se tiene más de este número. El o los Síndicos tendrán la representación legal del Ayuntamiento;


III. En los municipios que tengan de 100 mil a 300 mil habitantes, el Ayuntamiento se integrará hasta con once Concejales electos por el principio de mayoría relativa y hasta cinco regidores electos por el principio de representación proporcional. Si los Municipios se exceden de esa última cantidad, los Ayuntamientos se integrarán hasta con quince Concejales electos por el principio de mayoría relativa y hasta siete Regidores electos por el principio de representación proporcional;


IV. En los Municipios que tengan de 50 mil a 100 mil habitantes, el Ayuntamiento se integrará hasta con nueve Concejales electos por el principio de mayoría relativa, y hasta 4 Regidores electos por el principio de representación proporcional;


V. En los Municipios que tengan de 15 mil a 50 mil habitantes, el Ayuntamiento se integrará hasta con siete Concejales electos por el principio de mayoría relativa, y hasta tres Regidores electos por el principio de representación proporcional;


VI. En los Municipios que tengan menos de 15 mil habitantes, el Ayuntamiento se integrará hasta con cinco Concejales electos por el principio de mayoría relativa y hasta dos Regidores electos por el principio de representación proporcional.


2. Los Concejales que integren los Ayuntamientos a que se refieren las fracciones anteriores, tomarán posesión el primero de enero del año siguiente al de su elección y durarán en su encargo tres años.


3. Para la integración de los Ayuntamientos en aquellos Municipios que la elección de sus autoridades se realice por el régimen de usos y costumbres, se respetarán sus prácticas y tradiciones, con arreglo a lo dispuesto en la Constitución Particular y en este Código.





Ley Orgánica Municipal: 





“Artículo 30.- El Ayuntamiento estará integrado por el Presidente Municipal y el número de Síndicos y Regidores que señale el Código de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales de Oaxaca”.


� Dicho estándar tradicional de revisión, aplicable a los actos de autoridad que afectan la esfera jurídica de los particulares, es el que se contiene en la siguiente jurisprudencia: FUNDAMENTACION Y MOTIVACION. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. (Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época,  Segunda Sala, Tomo 97-102 Tercera Parte, página 143).


� FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. SU CUMPLIMIENTO CUANDO SE TRATE DE ACTOS QUE NO TRASCIENDAN, DE MANERA INMEDIATA, LA ESFERA JURÍDICA DE LOS PARTICULARES. Tratándose de actos que no trascienden de manera inmediata la esfera jurídica de los particulares, sino que se verifican sólo en los ámbitos internos del gobierno, es decir, entre autoridades, el cumplimiento de la garantía de legalidad tiene por objeto que se respete el orden jurídico y que no se afecte la esfera de competencia que corresponda a una autoridad, por parte de otra u otras. En este supuesto, la garantía de legalidad y, concretamente, la parte relativa a la debida fundamentación y motivación, se cumple: a) Con la existencia de una norma legal que atribuya a favor de la autoridad, de manera nítida, la facultad para actuar en determinado sentido y, asimismo, mediante el despliegue de la actuación de esa misma autoridad en la forma precisa y exacta en que lo disponga la ley, es decir, ajustándose escrupulosa y cuidadosamente a la norma legal en la cual encuentra su fundamento la conducta desarrollada; y b) Con la existencia constatada de los antecedentes fácticos o circunstancias de hecho que permitan colegir con claridad que sí procedía aplicar la norma correspondiente y, consecuentemente, que justifique con plenitud el que la autoridad haya actuado en determinado sentido y no en otro. A través de la primera premisa, se dará cumplimiento a la garantía de debida fundamentación y, mediante la observancia de la segunda, a la de debida motivación. (Novena Época, Pleno, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XI, Abril de 2000, tesis P./J. 50/2000, página 813.)


� “Artículo 53.- Para todo lo no previsto sobre el funcionamiento del Cabildo, se estará a lo que dispongan los reglamentos municipales o los acuerdos del Ayuntamiento”.





� Artículo 47.- Los acuerdos de sesión de Cabildo se tomarán por mayoría simple o calificada de sus integrantes. Se entenderá por mayoría simple, la votación de la mitad mas uno de los miembros del Ayuntamiento. Por mayoría calificada, la votación de las dos terceras partes de los integrantes del Ayuntamiento. Se requiere el voto de la mayoría calificada para dictar los siguientes acuerdos:


VII.- Aprobar el cambio de titular de una regiduría en los términos de esta Ley;


XVIII.- Las demás que establezcan esta y otras leyes.


El Ayuntamiento no podrá revocar sus acuerdos sino en aquellos casos en que se hayan dictado en contravención de la Ley o del interés público.





� “Artículo 48.- Para que las sesiones de Cabildo sean válidas, se requiere que se constituya el quórum con la mitad más uno de los integrantes del Ayuntamiento. 


Estas sesiones, serán presididas por el Presidente Municipal o por quien lo sustituya legalmente y con la intervención del Secretario Municipal, que tendrá voz pero no voto”.





� Este auto admisorio obra  a fojas de la 41 a la 43 del expediente principal.  Recordemos que en dicho auto no se reconoció el carácter de demandados a la Secretaría de Finanzas ni a las Comisiones Permanentes de Gobernación y Vigilancia del Congreso del Estado, por  tratarse de órganos subordinados de los Poderes Ejecutivo y Legislativo locales.    


� Fojas 128 a 138 del expediente.


� Artículo 40 BIS.- El Presidente de la Junta de Coordinación Política tendrá las atribuciones siguientes: …


II.- Tener la representación legal del Congreso y delegarla en la persona o personas que resulten necesarias;


…”


� Foja 540 del expediente.


� “Artículo 66. El Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca, se ejerce por un solo individuo que se denominará Gobernador del Estado.


Artículo 98 BIS. La función de Consejero Jurídico del Gobierno del Estado estará a cargo de la dependencia del Ejecutivo que para tal efecto establezca la Ley, ejerciendo la representación jurídica del Estado, del Titular del Poder Ejecutivo y de la Gubernatura, en los términos que señala la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado, así como otorgar apoyo técnico jurídico en forma permanente y directa al Gobernador del Estado.


Como titular de la dependencia, estará una persona que se denominará Consejero Jurídico del Gobierno del Estado, quien para su nombramiento deberá cumplir con los requisitos establecidos en la Ley”.


� “Artículo 39.- A la Consejería Jurídica del Gobierno del Estado corresponde el despacho de los siguientes asuntos:


I. Representar legalmente al Estado de Oaxaca y al Titular del Poder Ejecutivo en todo juicio, proceso o procedimiento en que sean parte. Esta representación tendrá los efectos de mandato judicial y se entiende conferida sin perjuicio de que, en su caso, el Gobernador del Estado asuma por sí mismo la intervención que en dichos actos le corresponde;


…”


� Página 88 de autos.


� “Artículo 79.- El Auditor Superior del Estado tendrá las siguientes atribuciones:


I. Representar legal y administrativamente a la Auditoría Superior del Estado ante las entidades fiscalizables, autoridades federales y locales, judiciales y administrativas, entidades federativas y demás personas físicas y morales y, en consecuencia, ejercitar las acciones judiciales, civiles y contencioso-administrativas en los juicios en los que la Auditoría Superior del Estado sea parte; contestar demandas, presentar pruebas y alegatos y actuar en defensa de los intereses jurídicos de la propia Auditoría, dando el debido seguimiento a los procesos y juicios en que actúe;


…


Las atribuciones previstas en las fracciones II, IV, V, VII, VIII, IX, XIII, XIV, XV, XVI y XVIII son de ejercicio directo del Auditor Superior del Estado y por tanto, no podrán ser delegadas”.


� Recordemos que en esta sesión hubo quórum de 13 integrantes del cabildo, aun cuando el acta respectiva únicamente está firmada por 9 munícipes.  


� Esta acta está firmada por los 8 munícipes asistentes y obra a fojas 507 y siguientes del expediente. 


� Página 512 de autos. 


� Esta afirmación obra a fojas 510 y 511 de autos.


� No pasa desapercibido para esta Primera Sala que si bien este precepto indica que es facultad del Ayuntamiento aprobar la remoción del Tesorero Municipal —entre otros funcionarios—, “a propuesta del Presidente Municipal”, lo cierto es que tal  y como lo hemos precisado, en la sesión en que se tomó este acuerdo, el Presidente Municipal estuvo ausente, no obstante que se le solicitó su asistencia, y al no haber asistido la sesión se llevó a cabo, siendo presidida por el Síndico Procurador OMAR EUSEBIO BLAS PACHECO, habiendo sido esto aprobado por unanimidad de los ocho integrantes del Ayuntamiento asistentes. 


� “Artículo 93.- La tesorería municipal, es el órgano de recaudación de los ingresos municipales y responsable de realizar las erogaciones que haga el Ayuntamiento. Estará a cargo de un Tesorero Municipal, que deberá ser preferentemente un profesionista con conocimientos de administración y contabilidad”.


“Artículo 95.- Son atribuciones del Tesorero Municipal:


…


II.- Cobrar y recaudar los impuestos, derechos, productos y aprovechamientos que correspondan al Municipio de conformidad con la Ley de Ingresos Municipales, así como las participaciones que por ley le correspondan en rendimiento de impuestos federales y estatales;


…”





� Este oficio obra a fojas 146 y 147 del expediente de la diversa controversia constitucional 55/2011, la cual está relacionada con la presente controversia, dado que el actor es el mismo Municipio de Santa Lucía del Camino y por ello, se cita como hecho notorio su existencia. 
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